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Ser capaces de reaccionar ante un fenómeno social requiere que previamente seamos capaces de verlo y de nombrarlo. La violencia contra las mujeres, que incluye una multiplicidad de prácticas, ha sido invisible durante cientos de años. Entre otros motivos, porque nadie la veía ni la nombraba, ni siquiera las propias víctimas.
Al hablar de violencia contra las mujeres se suele denominar violencia de género para señalar la importancia que en ello tiene la cultura, para dejar claro que esta forma de violencia es una construcción social, no una derivación espontánea de la naturaleza. En este concepto se incluyen todas las formas de maltrato psicológico, de abuso personal, de explotación sexual, de agresión física a la que son sometidas las mujeres en su condición de mujeres.
No soy especialista en el tema, pero el fenómeno de la violencia de género es como los «dibujos escondidos», incorporados en láminas que contienen manifiestamente otro tipo de imágenes y que, en una primera visión, son difíciles de advertir. Antes de identificar el «dibujo escondido» no logramos verlo, pues vemos solamente las otras figuras que aparecen a su alrededor. Ahora bien: una vez que hemos localizado el «dibujo escondido» ya lo vemos siempre. Con sólo una vez que lo hayamos identificado estamos preparados para verlo de nuevo.
De la misma forma, la violencia contra las mujeres está tan arraigada históricamente, y tan presente en nuestra sociedad, que nos cuesta identificarla; cuando adquirimos conciencia de que «esa no es forma de tratar a las mujeres», dejamos de verla como una situación irremediable. La vemos y la podemos nombrar. Cuando podemos nombrarla como un problema social, empezamos a entender que hay personas que la sufren sistemáticamente y podemos preguntarnos si esto es legítimo.
Este proceso de ver y nombrar un problema social donde antes sólo existían prácticas normales y aceptadas, ha requerido que un sector de la sociedad nos señalara el «dibujo escondido» de la lámina. Gracias a los medios de comunicación las nuevas ideas sobre este tema han ido extendiéndose por sectores cada vez más amplios de la sociedad. En Viena, el año 1993, la ONU reconoció los derechos de las mujeres como derechos humanos y declaró que la violencia contra las mujeres supone una violación de los derechos humanos. Se define como violencia contra las mujeres cualquier acto que suponga el uso de la fuerza o la coacción con intención de promover o de perpetuar relaciones jerárquicas entre los hombres y las mujeres. Podemos decir que, a partir de este momento, y con el refuerzo de la conferencia de Beijing de la ONU en 1995, el fenómeno de la violencia de género que denunciaban los grupos feministas se consagra internacionalmente como problema social. Adquiere una definición clara y se sitúa dentro del campo fundamental de los derechos humanos y de la igualdad de oportunidades.
Por este motivo, el Consejo de Europa en sus documentos aconseja denominar todas las formas de violencia y malos tratos como «violaciones a los derechos de la persona», para quebrar sus connotaciones sexuales o familiares y poder entrar en una valoración más pública de las denuncias por dichas agresiones. Por ejemplo, el principal obstáculo que nos ha impedido ver y denunciar la violencia doméstica es precisamente su inserción en un ámbito vedado a las miradas como es el ámbito de la intimidad familiar. 
Los derechos humanos y su garantía son la razón filosófica y política fundamental que se esgrime hoy para actuar contra la violencia de género. Desde el punto de vista de la igualdad entre los hombres y las mujeres, la persistencia de la violencia de género es un escollo grave que hay que eliminar.
En la sesión solemne de apertura de esta VI Legislatura expuse ante el Pleno de la Cámara lo que sigo considerando la mayor lacra que tiene nuestra sociedad. Me sentía satisfecho entonces por el salto cualitativo dado por el Parlamento de Canarias al contar entre sus miembros con 23 diputadas, lo que representa un 40 por 100 del total de los escaños. Pero a la vez me comprometía a que esta miserable forma de violencia fuera erradicada mediante una actuación decidida por parte de todos.
El Parlamento de Canarias ha constituido hace unos meses una subcomisión de seguimiento sobre violencia de género y así mismo se ha planteado una declaración institucional condenatoria de esa execrable práctica que sólo en los dos últimos años se ha cobrado 315 vidas de mujeres en España y ha provocado más de 640.000 denuncias por maltrato, según fuentes del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales. Como decía entonces, espero que durante esta Legislatura se continúen dando los pasos que culminen con la erradicación definitiva de los violentos, a fin de sentirnos plenamente orgullosos de que las políticas de igualdad logren como efecto inmediato la materialización de un mundo más justo incluso en la esfera más privada de nuestras vidas. 
Sirva este día que hoy conmemoramos para renovar nuestra decidida voluntad para actuar contra una de las principales causas de muerte y de traumatismo en el mundo. Porque si bien es cierto que 4.000 mujeres al año pierden la vida en el planeta a causa de la violencia de género, no es menos cierto que esta forma de violencia puede evitarse, y su preservación es una condición indispensable y fundamental para los seres humanos. 
La amplia variación de los índices de violencia entre los distintos países, así como dentro de los mismos y a lo largo del tiempo, confirma que la violencia es el resultado de factores sociales y ambientales que pueden modificarse. Es más, se ha demostrado que pueden obtenerse logros importantes en la prevención de la violencia. Así, cabe mencionar intervenciones individualizadas, como programas de desarrollo social e incentivos para completar la enseñanza secundaria; intervenciones de tipo relacional, como visitas domiciliarias y programas de formación parental y de tutoría; intervenciones de índole comunitario, como programas destinados a reducir el acceso a bebidas alcohólicas, mejorar el acceso a los servicios de atención psicológica y médica, y mejorar las políticas institucionales en centros de enseñanza, lugares de trabajo, hospitales e instituciones residenciales; y por último, intervenciones que afectan a la estructura de la sociedad mediante campañas públicas de información, la restricción del acceso a medios como armas de fuego, la reducción de las desigualdades y el robustecimiento de los sistemas policiales y judiciales. Mi compromiso personal es que este tipo de políticas al menos sean impulsadas desde la institución que presido.
